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     COMUNICADO No. 26
        Julio 3 y 4 de 2013
 


La Corte Constitucional precisó la órbita de su competencia en materia de control abstracto de constitucionalidad de actos de contenido general. Efectos de la sentencia que declare la nulidad de un acto que corresponde al Consejo de Estado son compatibles con la Carta Política, salvo en lo relativo a la cosa juzgada “constitucional”
	    I.   EXPEDIENTE D-9392  -   SENTENCIA C-400/13  (julio 3)   
          M.P. Nilson Pinilla Pinilla


1.
Norma acusada

LEY 1437 DE 2011
(Enero 18)

Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo
Artículo 135. Nulidad por inconstitucionalidad. Los ciudadanos podrán, en cualquier tiempo, solicitar por sí, o por medio de representante, que se declare la nulidad de los decretos de carácter general dictados por el Gobierno Nacional, cuya revisión no corresponda a la Corte Constitucional en los términos de los artículos 237 y 241 de la Constitución Política, por infracción directa de la Constitución. 
También podrán pedir la nulidad por inconstitucionalidad de los actos de carácter general que por expresa disposición constitucional sean expedidos por entidades u organismos distintos del Gobierno Nacional. 
Parágrafo. El Consejo de Estado no estará limitado para proferir su decisión a los cargos formulados en la demanda. En consecuencia, podrá fundar la declaración de nulidad por inconstitucionalidad en la violación de cualquier norma constitucional. Igualmente podrá pronunciarse en la sentencia sobre las normas que, a su juicio, conforman unidad normativa con aquellas otras demandadas que declare nulas por inconstitucionales. 
Artículo 189. Efectos de la sentencia. La sentencia que declare la nulidad de un acto administrativo en un proceso tendrá fuerza de cosa juzgada erga omnes. La que niegue la nulidad pedida producirá cosa juzgada erga omnes pero solo en relación con la causa petendi juzgada. Las que declaren la legalidad de las medidas que se revisen en ejercicio del control inmediato de legalidad producirán efectos erga omnes solo en relación con las normas jurídicas superiores frente a las cuales se haga el examen. 
Cuando por sentencia ejecutoriada se declare la nulidad de una ordenanza o de un acuerdo distrital o municipal, en todo o en parte, quedarán sin efectos en lo pertinente sus decretos reglamentarios. 

Las sentencias de nulidad sobre los actos proferidos en virtud del numeral 2 del artículo 237 de la Constitución Política, tienen efectos hacia el futuro y de cosa juzgada constitucional. Sin embargo, el juez podrá disponer unos efectos diferentes. 

La sentencia dictada en procesos relativos a contratos, reparación directa y cumplimiento, producirá efectos de cosa juzgada frente a otro proceso que tenga el mismo objeto y la misma causa y siempre que entre ambos haya identidad jurídica de partes. 

La sentencia proferida en procesos de restablecimiento del derecho aprovechará a quien hubiere intervenido en ellos y obtenido esta declaración a su favor. 

Las sentencias ejecutoriadas serán obligatorias y quedan sometidas a la formalidad del registro de acuerdo con la ley. 

En los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho, la entidad demandada, dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes a la notificación de la sentencia que resuelva definitivamente el proceso, cuando resulte imposible cumplir la orden de reintegro del demandante al cargo del cual fue desvinculado porque la entidad desapareció o porque el cargo fue suprimido y no existe en la entidad un cargo de la misma naturaleza y categoría del que desempeñaba en el momento de la desvinculación, podrá solicitar al juez de primera instancia la fijación de una indemnización compensatoria. 

De la solicitud se correrá traslado al demandante por el término de diez (10) días, término durante el cual podrá oponerse y pedir pruebas o aceptar la suma estimada por la parte demandada al presentar la solicitud. En todo caso, la suma se fijará teniendo en cuenta los parámetros de la legislación laboral para el despido injusto y el auto que la señale solo será susceptible de recurso de reposición. 
2.
Decisión

Primero.- Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados, el inciso segundo del artículo 135 de la Ley 1437 de 2011, bajo el entendido de que a la Corte constitucional le corresponde el control constitucional de los actos de carácter general, expedidos por entidades u organismos distintos del Gobierno Nacional, con contenido material de ley.

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados, el inciso tercero del artículo 189 de la Ley 1437 de 2011, salvo la expresión “constitucional” que se declara INEXEQUIBLE. 

3.
Síntesis de los fundamentos 

Los problemas jurídicos que le correspondió resolver a la Corte en este proceso, consistieron en determinar: (i) si conferir al Consejo de Estado, atribución para conocer de la acción de nulidad por inconstitucionalidad de los actos de carácter general, expedidos por entidades u organismos distintos del Gobierno Nacional (art. 135, Ley 1437/11), vulnera las competencias asignadas por la Carta Política a dicha Corporación y a la Corte Constitucional; y (ii) si los efectos hacia el futuro y de cosa juzgada constitucional para las sentencias de nulidad por inconstitucionalidad proferidas por el Consejo de Estado (art. 185, Ley 1437/11), son equiparables con los que emanan de las decisiones de la Corte Constitucional.

Para resolver estos cuestionamientos, la Corte observó que había que tener en cuenta que en el diseño del sistema jurídico colombiano no tienen cabida normas y actuaciones excluidas del control constitucional, cualquiera sea su modalidad. Para tal efecto, el constituyente diseñó un sistema de control de constitucionalidad en el cual se distribuyen las competencias según la naturaleza del acto sujeto a control, entre la Corte Constitucional (art. 241 C.Po.), órgano de cierre de la jurisdicción constitucional y el Consejo de Estado (art. 237-2 C.Po.), tribunal supremo de lo contencioso administrativo. En el espectro de control de constitucionalidad, se encuentran los actos a que se refieren las disposiciones acusadas de los artículos 135 y 189 de la Ley 1437 de 2011, cuyo conocimiento, por su naturaleza, corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa, que ostenta en cabeza del Consejo de Estado la acción de nulidad por inconstitucionalidad, figura jurídica que no se agota en el artículo 237-2 de la Carta Política, sino que amplía sus fines precisamente por la competencia constitucional residual que cumple con el propósito de velar por la supremacía de la Constitución, pero con ciertos alcances y limitaciones. 

De esta manera, los actos generales que no son competencia de la Corte Constitucional, según las previsiones expresas de mandatos superiores, serán del resorte del Consejo de Estado, siempre que no sean resultado de la función administrativa, en cuyo caso se regirán por la preceptiva 237-1 de la Carta Política. Tal característica, según la jurisprudencia reiterada de esta Corporación, responde al principio de integralidad del control abstracto de constitucionalidad, a partir de la violación directa de la Constitución de cualquier norma fundamental, como lo señaló en la sentencia C-197/99, siendo obligación del juez administrativo asegurar la vigencia de la Carta Política. 

Ahora bien, precisó que los actos de carácter general expedidos por el Gobierno Nacional o por entidades u organismos distintos de aquel, cuyo contenido material sea de ley, esto es, que tengan la virtualidad de modificar, subrogar o derogar la ley, se hallan excluidos de la competencia del Consejo de Estado, tales como, el decreto que declara un estado de excepción y los decretos que corrigen yerros de una ley, que compilan leyes, los expedidos por el Gobierno en desarrollo de facultades transitorias otorgadas por el constituyente –vgr. de orden estatutario-, decreto de ejecución de la convocación a un referendo constitucional, entre otros (Sentencia C-049/12). Habida consideración que el inciso segundo del artículo 135 de la Ley 1437 de 2011, no hace ninguna precisión a este respecto y de conformidad con reiterada jurisprudencia, la Corporación procedió a declarar su exequibilidad, bajo el entendido de que el control de ese tipo de actos, corresponde ejercerlo a la Corte Constitucional.

De otra parte, la Corporación advirtió que los artículos 242, 243 y 244 superiores, se encargan de regular los procesos que se promuevan ante la Corte Constitucional, entre ellos, los derivados de las acciones públicas de inexequibilidad que instaure cualquier ciudadano, de manera  que no es posible trasladar los efectos de cosa juzgada constitucional al tribunal supremo de lo contencioso administrativo, que carece de la potestad otorgada expresamente por la Constitución, como órgano de cierre de la jurisdicción constitucional. Por tal motivo, los efectos de cosa juzgada constitucional otorgados a las sentencias de nulidad por inconstitucionalidad que profiera el Consejo de Estado, según los términos del inciso tercero del artículo 189 de la Ley 1437 de 2011, no se avienen a la Constitución, dado que esta calidad de “constitucional”, la radica el artículo 243 de la Carta Política de manera exclusiva en la Corte Constitucional, sin desmedro del control residual que corresponde a dicho Consejo, ubicado en el referente funcional del control mixto de constitucionalidad, lo cual le permite establecer que las sentencia de nulidad por inconstitucionalidad de los actos proferidos en virtud del artículo 237-1 de la Carta tengan efecto hacia futuro y en determinado caso, consecuencias frente a acaecimientos anteriores al pronunciamiento.

4. 
Salvamentos parciales y aclaraciones de voto
Los magistrados Mauricio González Cuervo, Luis Guillermo Guerrero Pérez y Gabriel Eduardo Mendoza Martelo salvaron el voto en relación con la inexequibilidad parcial del inciso tercero del artículo 189 de la Ley 1437 de 2011, que reconocía un efecto de cosa juzgada constitucional a las sentencias de nulidad de decretos de competencia del Consejo de Estado  (art. 237.2 C.Po.).

El magistrado González Cuervo consideró que a partir de la concepción de un sistema de control abstracto no concentrado, en donde la Corte Constitucional y el Consejo de Estado comparten la función de control de constitucionalidad, en ambos casos, sus decisiones hacen tránsito a cosa juzgada constitucional, sin que ello signifique que haya una prevalencia en la interpretación de las normas constitucionales realizada en un caso concreto por  el tribunal supremo de lo contencioso administrativo, pues esa primacía la tiene la interpretación autorizada de los preceptos constitucionales efectuada por la Corte Constitucional como órgano de cierre.  

En el mismo sentido, el magistrado Guerrero Pérez se mostró en desacuerdo con una visión esencialmente formalista de la normatividad constitucional basada en el artículo 243 de la Carta, según la cual la cosa juzgada constitucional está reservada a las sentencias de la Corte Constitucional. En su concepto y de acuerdo con una interpretación armónica de los preceptos constitucionales no puede entenderse que cosa juzgada constitucional sea exclusiva de esta Corporación, como quiera que si el Consejo de Estado tiene atribución de control de constitucionalidad, sus decisiones también hagan a tránsito a cosa juzgada constitucional. De no ser así, advirtió que sus sentencias serían susceptibles de recurso, lo cual no es así. 

Por su parte, el magistrado Mendoza Martelo señaló que su discrepancia parcial respecto de  la decisión de mayoría en torno al resolutivo segundo se justifica en la medida en que, negar que el control que hace el Consejo de Estado en las acciones de nulidad por inconstitucionalidad, es de estirpe constitucional, significa desconocer los alcances que la Carta le atribuyó a dicha acción. De manera que ninguna razón lógica, jurídica o de conveniencia se opone a que la cosa juzgada que se predica de las sentencias que dicta el Consejo de Estado en estos procesos puede adicionarse con la expresión “constitucional” para denotar  precisamente que allí, necesariamente, ha tenido lugar un  cotejo del acto de carácter general con la Constitución. En esos términos excluir de la norma dicha expresión resulta objetivamente contrario a lo que se deriva del control que allí se realiza y de los alcances que tiene la cosa juzgada de la sentencia que se dicte. 

De otro lado, los magistrados María Victoria Calle Correa y Luis Ernesto Vargas Silva anunciaron la presentación de aclaraciones de voto relativas a la declaración de exequibilidad parcial del inciso tercero del artículo 189 de la Ley 1437 de 2011, toda vez que si bien están de acuerdo con la decisión de inexequibilidad del vocablo constitucional, ya que la cosa juzgada constitucional solo se predica de las sentencias de la Corte Constitucional, adicionalmente ha de tenerse en cuenta las diferencias que existen entre la acción pública de inconstitucionalidad contra leyes y decretos leyes, sujetos al control de la Corte Constitucional y la acción de nulidad por inconstitucionalidad de decretos y actos administrativos de carácter general de que conoce el Consejo de Estado y por lo tanto, de los distintos efectos de las respectivas sentencias, conforme lo ha establecido la jurisprudencia de la Corporación.

Adicionalmente, los magistrados Mauricio González Cuervo y Gabriel Eduardo Mendoza Martelo aclararon su voto, respecto de la decisión de exequibilidad condicionada del inciso segundo del artículo 135 de la Ley 1437 de 2011. El magistrado González Cuervo estimó que la Corte debía precisar aún más, de acuerdo con lo que ha señalado la jurisprudencia, los actos atípicos de carácter general que entrarían dentro de su órbita de control, por tener la virtualidad de modificar directamente la ley, de manera que se tracen de manera más clara los linderos de la competencia del Consejo de Estado prevista en el inciso segundo del artículo 135. 

A juicio del magistrado Mendoza Martelo, la inexequibilidad del artículo 135 debió ser pura y simple, pues en el asunto examinado no estaban en discusión las competencias de la Corte Constitucional claramente definidas en el artículo 241 constitucional y en sentencias de esta Corporación que en las motivaciones se citan, entre otras, la C-186 de 1º de noviembre de 2011 y C-588 de 25 de julio de 2012. No obstante que acompañó la decisión de la mayoría, tal y como finalmente se adoptó, quiere destacar que el celo de la Corte  por preservar sus competencias resultó excesivo con el condicionamiento que se introdujo en este caso en el que se discutía si la acción de simple nulidad cabía o no frente a otros actos administrativos generales que desarrollan la Constitución diferentes a los decretos dictados por el Gobierno Nacional. Además quería dejar sentado que los actos generales a los que se refiere el inciso acusado también deben ser de carácter nacional que son los que conoce el Consejo de Estado, única autoridad con competencia constitucional para decidir en Sala Plena las acciones de nulidad por inconstitucionalidad. 
En este punto, el magistrado Luis Ernesto Vargas Silva, se reservó una eventual aclaración de voto. 

JORGE IVÁN PALACIO PALACIO

Presidente 
